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der «por indefensión una limitación de los medios de
defensa producida por una indebida actuación de los
órganos judiciales (STC 64/1986), sin que coincida
necesariamente, pese a lo anterior, una indefensión rele-
vante constitucionalmente con un concepto de la misma
meramente jurídico-procesal (STC 70/1984), así como
tampoco se produce por cualquier infracción de las
reglas procesales (STC 48/1986), consistiendo en esen-
cia, en el impedimento del derecho a alegar y demostrar
en el proceso los propios derechos, en la privación de
la potestad de alegar y, en su caso, de justificar sus
derechos e intereses por la parte, para que le sean reco-
nocidos, o para replicar dialécticamente las posiciones
contrarias (STC 89/1986, de 1 de julio)» (STC 98/1987,
fundamento jurídico 3.o).

Aplicada esta doctrina al presente caso, llegamos a
la conclusión de que no se ha producido efectivo y real
menoscabo del derecho de defensa del ahora quejoso.
Desde el momento en que compareció en el proceso
pudo emplear, y de hecho empleó, todos los medios
de prueba que tuvo por conveniente, efectuando las ale-
gaciones que estimó oportunas para hacer valer sus
pretensiones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Emilio Gadea Calderón.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de julio de mil novecientos
noventa y ocho.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—Vicente
Gimeno Sendra.—Pedro Ruiz Villalón.—Manuel Jiménez
de Parga y Cabrera.—Pablo García Manzano.—Firmado
y rubricado.

20043 Pleno. Sentencia 166/1998, de 15 de julio.
C u e s t i ó n d e i n c o n s t i t u c i o n a l i d a d
2.776/1990. En relación con los números 2
y 3 del artículo 154 de la Ley 39/1988, de
28 de diciembre, reguladora de las Haciendas
Locales.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, don Fernando García-Mon y Gonzá-
lez-Regueral, don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Pedro Cruz Villalón, don Carles Viver Pi-Sunyer,
don Manuel Jiménez de Parga Cabrera, don Tomás S.
Vives Antón y don Pablo García Manzano, Magistrados,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm.
2.776/90, planteada por la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Burgos en relación con los núms.
2 y 3 del art. 154 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
reguladora de las Haciendas Locales, por supuesta vul-
neración de los arts. 24.1, 117 y 118 C.E. Han inter-
venido en el proceso el Abogado del Estado, en la repre-

sentación que ostenta, y el Fiscal General del Estado,
y ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego Gon-
zález Campos, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. Con fecha 20 de noviembre de 1990 tuvo entra-
da en el Registro de este Tribunal escrito del Presidente
de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Burgos al que adjunta testimonio del rollo de apelación
núm. 13/90 y Auto de 15 de noviembre anterior, por
el que se acordaba plantear cuestión de inconstitucio-
nalidad en relación con el art. 154, núms. 2 y 3, de
la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las
Haciendas Locales, por supuesta vulneración de los arts.
24.1, 117 y 118 C.E.

2. Los hechos relevante para el planteamiento de
la presente cuestión de inconstitucionalidad son, en
esencia, los siguientes:

A) Por Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Burgos de 28 de julio de 1988, recaída en
incidente dimanante del juicio de interdicto núm.
439/87, se condenó al Ayuntamiento de Burgos al pago
de 51.567.000 ptas., más intereses legales y costas —fi-
jados posteriormente en 10.000.000 de ptas.—, a la enti-
dad mercantil «Castellana de Publicidad Exterior, S. A.».
En fase de ejecución fue requerido de pago el citado
Ayuntamiento sin que lo satisficiera. Pero comunicó al
Juzgado que sólo se había incluido en los presupuestos
municipales 13.459.460 ptas., pues existía deuda tri-
butaria de la entidad mercantil con el Ayuntamiento,
que debía ser exaccionada por la vía de apremio.

B) Tras diversos recursos derivados de esta comu-
nicación, el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
Burgos, a petición de «Castellana de Publicidad Exte-
rior, S. A.», acordó que se procediera a retener de la
cuenta del Ayuntamiento de Burgos en la Tesorería del
Banco de España la suma de 48.107.540 ptas. Acuerdo
luego sustituido por otro en relación con el Banco de
Crédito Local y, finalmente, dejado sin efecto por reso-
lución del propio Juzgado de 1 de abril de 1989, con-
firmada por la Audiencia Provincial de Burgos mediante
Auto de 14 de noviembre de 1989. Lo que dio lugar
a recurso de amparo interpuesto por dicha entidad mer-
cantil que fue resuelto por el ATC 213/1990. Si bien
ésta, con fecha de 3 de noviembre de 1989, reiteró
ante el Juzgado su petición de ejecución de la Sentencia
condenatoria, solicitando que a este fin se procediera
al embargo de un determinado solar «por ser bien patri-
monial de propios sujeto a las normas de Derecho pri-
vado» y, alternativamente, a la congelación y retención
de todas las cuentas bancarias del municipio. Petición
respecto a la que el Juzgado dictó providencia de 9
de noviembre de 1989, en la que se acordó que:

«No habiendo dado cumplimiento el Ayunta-
miento demandado a la Sentencia dictada en los
presentes autos, sino que por el contrario viene
haciendo gala, con su actitud pasiva frente a los
diversos requerimientos de pago efectuados, de
una voluntad manifiesta de desatención a las reso-
luciones judiciales, las cuales han de ser de obser-
vancia inexcusable por todos a quienes afecten,
conforme al art. 117.3 C.E. y art. 8 L.O.P.J., procede
adoptar las medidas necesarias para que se dé cum-
plimiento a la Sentencia en sus propios términos,
a tenor del art. 110.2 L.J.C.A., y entre ellas, no
habiendo abonado ni consignado en el Juzgado
la cantidad prevista en los presupuestos para este
año, 13.459.460 ptas., se acuerda el embargo de
bienes patrimoniales del Ayuntamiento, que no le
(sic) sean comunales ni de dominio público, en
cuantía suficiente a cubrir las cantidades a cuyo
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pago ha sido condenado en los presentes autos,
pudiendo realizarse el citado embargo por aplica-
ción del art. 80.1 de la Ley de Bases de Régimen
Local, que declara la inembargabilidad de los bienes
comunales y de dominio público, a sensu contrario,
sí cabe el embargo cuando se trate de bienes patri-
moniales de propios, e igualmente por aplicación del
art. 3 de la Ley de Haciendas Locales de 30 de sep-
tiembre de 1988. Y ello sin necesidad de previo reque-
rimiento de pago, conforme al art. 921 L.E.C.»

C) Confirmada en reposición la mencionada provi-
dencia por Auto del Juzgado de Primera Instancia núm.
1 de Burgos de 2 de diciembre de 1989 e interpuesta
apelación contra el mismo por el Ayuntamiento deman-
dado, en su tramitación recayó providencia de 24 de
octubre de 1990 por la que se concedió a las partes
y al Fiscal plazo común de diez días para que, en los
términos del art. 35 LOTC, alegaran lo que estimasen
oportuno en relación con «la pertinencia de plantear o
no cuestión de inconstitucionalidad respecto del art. 154
de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre».

D) Evacuado el trámite —en el que las partes se
opusieron al planteamiento de la cuestión, mientras que
el Fiscal solicitó se procediera al mismo—, la Sección,
por el referido Auto de 15 de noviembre de 1990, acordó
plantear la presente cuestión de inconstitucionalidad.

E) Disponen literalmente los preceptos cuestiona-
dos (art. 154 Ley 39/1988, de 28 de diciembre, regu-
ladora de las Haciendas Locales, en adelante, L.H.L.):

«2. Los Tribunales, Jueces y autoridades admi-
nistrativas no podrán despachar mandamientos de
ejecución ni dictar providencias de embargo contra
los derechos, fondos, valores y bienes en general
de la Hacienda local ni exigir fianzas, depósitos y
cauciones a las Entidades locales.

3. El cumplimiento de las resoluciones judicia-
les que determinen obligaciones a cargo de las Enti-
dades Locales o de sus organismos autónomos
corresponderá exclusivamente a las mismas, sin
perjuicio de las facultades de suspensión o ineje-
cución de Sentencias previstas en las Leyes.»

3. Comienza el Auto de planteamiento de la cues-
tión recordando la idoneidad de la cuestión de incons-
titucionalidad como instrumento procesal puesto a dis-
posición de los órganos jurisdiccionales para resolver
las dudas de inconstitucionalidad que les susciten los
preceptos legales cuya aplicación resulte determinante
de la resolución a dictar en el proceso. A continuación,
y tras recordar el tenor literal de los preceptos cues-
tionados, los entiende como efectivamente determinan-
tes de la resolución que deba darse al incidente, y afirma
haber llegado a la duda razonable de si pueden ser
inconstitucionales por vulnerar los arts. 24.1, 117 y 118
C.E., «toda vez que en el trámite de ejecución de Sen-
tencia en que se encuentra el proceso, el derecho a
la tutela judicial efectiva del art. 24.1 (...) se concreta
en que el fallo judicial se cumpla», añadiendo que la
potestad jurisdiccional de juzgar y hacer ejecutar lo juz-
gado (atribuida en exclusiva a los órganos jurisdiccio-
nales por los citados arts. 117 y 118 C.E.) se vería
obstaculizada o mermada caso de mantenerse la inem-
bargabilidad de los bienes de la corporación demandada,
aun siendo patrimoniales y no comunales o afectos al
dominio público.

4. Por providencia de 14 de enero de 1991, la Sec-
ción Cuarta del Pleno de este Tribunal acordó admitir
a trámite la cuestión y dar traslado de las actuaciones,
conforme establece el art. 37.2 LOTC, al Congreso de
los Diputados y al Senado, al Gobierno y al Fiscal General
del Estado, al objeto de que en el plazo improrrogable
de quince días pudieran personarse en el proceso y for-

mular las alegaciones que estimaran convenientes; asi-
mismo, acordó publicar la incoación de la cuestión en
el «Boletín Oficial del Estado», para general conoci-
miento.

5. En escrito presentado el 23 de enero de 1991,
el Presidente del Congreso de los Diputados comunicó
que, aun cuando la Cámara no se personaría en el pro-
ceso ni formularía alegaciones, ponía a disposición del
Tribunal las actuaciones que pudiera precisar.

6. Por medio de escrito que tuvo entrada en este
Tribunal el 1 de febrero de 1991, el Presidente del Sena-
do ruega del Tribunal tenga por personada a la Cámara
y por ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1
LOTC.

7. El mismo día 1 de febrero de 1991 tuvieron acce-
so al Registro de este Tribunal las alegaciones del Fiscal
General del Estado, en las que se postula la desesti-
mación de la cuestión.

Inicia el Fiscal General su argumentación, tras sumario
relato del objeto y antecedentes del presente proceso,
afirmando que sólo el primero de los preceptos cues-
tionados importa realmente para la resolución del litigio
a quo, pues el segundo —que atribuye exclusivamente
a las Entidades locales el cumplimiento de las resolu-
ciones judiciales que determinen obligaciones a su cargo
o de sus organismos autónomos, sin perjuicio de las
facultades de suspensión o inejecución de Sentencias—
no sería más que un nuevo obstáculo al cumplimiento
de las resoluciones judiciales, pero ni alegado al ser
impugnada la providencia de embargo ni relevante para
resolver la apelación planteada. Su cuestionamiento, por
ello, sólo se justifica para poner de relieve todos los
impedimentos que existen para que las resoluciones judi-
ciales resulten efectivas cuando la Administración es
condenada. Sea como fuere, entiende el Fiscal General
que determinar a qué órgano corresponde el cumpli-
miento de las decisiones de los Jueces cuando obligan
a las Administraciones Públicas es cuestión sobre la que
claramente se ha pronunciado este Tribunal, siempre
en el sentido de no desconocer el precepto constitucional
relativo a la facultad exclusiva de los Jueces y Tribunales
de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (SSTC 67/1984,
fundamento jurídico 3.o, y 167/1987, aún más tajante).
Por ello, a juicio del Fiscal General del Estado, el art.
154.3 L.H.L. —como otros homólogos— ha de ser inter-
pretado en el sentido de que el cumplimiento que corres-
ponde a las Administraciones Públicas no es ejecución
jurídica propiamente dicha, que constitucionalmente
corresponde a Jueces y Tribunales, sino ejecución mera-
mente material de los mandatos judiciales. Interpretado
en este sentido, tal precepto no debe ser considerado
contrario a las prescripciones contenidas en los arts. 24,
117.3 y 118 C.E.

Considera por ello el Fiscal General que sólo resta
examinar la prohibición de despachar mandamientos
judiciales de ejecución y embargo contra los bienes de
los municipios establecida en el art. 154.2 L.H.L., pre-
cepto que considera idéntico a los recogidos en el art.
44.1 de la Ley General Tributaria o en el art. 182.1
del texto refundido sobre Régimen Local establecido por
Real Decreto-Legislativo 781/1986, de 18 de abril, y
que viene a establecer la inmunidad de todos los bienes
de las Administraciones Públicas a la compulsión judicial,
y no sólo de los comunales o de dominio público, a
los que el art. 132.1 C.E. atribuye tal cualidad. La cues-
tión, como atinente, de un lado, a la potestad exclusiva
de Jueces y Tribunales y a un derecho subjetivo del
particular que venció en juicio, de otro, se inserta por
ello en el ámbito de la ejecución de los fallos judiciales,
y más precisamente de los fallos contencioso—adminis-
trativos, ámbito en el que el Fiscal General aduce la
existencia de una unánime opinión jurídica contraria a
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la situación actual, tanto en España como en otros países
jurídicamente afines. De ahí que, desde influyentes sec-
tores doctrinales, se haya propuesto la abolición del prin-
cipio de inembargabilidad, motejado de «dogma iner-
cial», o de «tradicional doctrina mitológica», obsoleta en
la actualidad por absolutamente lesivo de los derechos
fundamentales.

Concretando el análisis a los supuestos de condena
al pago de cantidad por las Corporaciones locales —que
es lo relevante a efectos de la presente cuestión—, tam-
bién ha sido puesta de manifiesto la inoperancia de las
previsiones legales conducentes a posibilitar el cobro
por los particulares. Recoge el Fiscal General propuestas
doctrinales como la posibilidad de despachar manda-
mientos de pago contra el Tesoro Público por cuenta
de las cantidades que el Estado deba transferir a dichas
corporaciones, aduciéndose ejemplos relativos a la
recaudación de cuotas debidas a la Mutualidad de la
Administración Local o de deudas a la Seguridad Social,
estableciéndose así una suerte de compensación. Todo
ello viene a demostrar, según las presentes alegaciones,
la existencia de una situación insatisfactoria, cuando no
intolerable, que debe conducir a establecer nuevas solu-
ciones normativas pero de imposible introducción por
vía jurisprudencial.

Sostiene el Fiscal General que la solución al problema
no requiere necesariamente la desaparición de la pro-
hibición de que se despachen mandamientos de eje-
cución contra bienes públicos, como tampoco que se
replantee la justificación presente del privilegio cuestio-
nado, que no puede ser otra que el asegurar el eficaz
funcionamiento de los servicios públicos. Siendo cierto
que la inembargabilidad sólo es cualidad constitucional
de los bienes de dominio público y comunales, art. 132.1
C.E., de ello no cabe extraer la prohibición de que se
declare legalmente esa misma inembargabilidad de los
bienes patrimoniales, aunque ciertamente, en este caso,
«con la debilidad propia de un principio que ha de ceder
ante valores proclamados por la Constitución. Si (...) se
asegura que la inejecución de los bienes públicos no
atente a ningún valor constitucional, mediante medidas
legislativas que así lo afirmen, es un principio, de larga
tradición en nuestro Derecho y en aquellos otros que
nos han servido de orientación, que no tiene por qué
ser necesariamente contrario a la Constitución. La nece-
sidad última de que el interés general, siempre presente
en los servicios públicos, se cumpla justifica la presencia
de este privilegio en nuestro ordenamiento».

Concluye el Fiscal General su argumentación, con cita
de las SSTC 61/1984 y 113/1989, entendiendo inne-
cesario «entrar a valorar la proporcionalidad de los valo-
res constitucionales en concurrencia: Tutela judicial y
cumplimiento de los fines del servicio público que la
Administración ha de prestar con eficacia. Basta con
que el legislador disponga medidas definitivas en orden
a que se ejecuten los fallos judiciales para que desa-
parezca tal concurrencia. El defecto, pues, está en la
falta de esas medidas, que provoca una justificada insa-
tisfacción en el panorama general del cumplimiento de
las resoluciones judiciales, no en que los bienes de las
personas jurídicas públicas sean inejecutables judicial-
mente».

8. Con fecha 4 de febrero ulterior tuvieron entrada
en el Registro General del Tribunal las alegaciones del
Abogado del Estado, en las que, asimismo, postula se
declare la plena constitucionalidad de los preceptos
cuestionados.

Centrando el objeto del presente proceso, comienza
el Abogado del Estado por precisar que, para resolver
el proceso a quo, únicamente habría que decidir sobre
la constitucionalidad del art. 154.2 L.H.L., pues si dicho
precepto resultara constitucional no restaría duda alguna
sobre la resolución que deba recaer en el litigio a quo.

En todo caso, tratándose de un incidente de ejecución
de una Sentencia que condena al pago de una cantidad,
debe ser traído a colación otro precepto, que el Abogado
del Estado considera una concreción para este caso del
art. 154.3 L.H.L., y que no es otro que el núm. 4 del
propio artículo, conforme al cual:

«La autoridad administrativa encargada de la eje-
cución acordará el pago en la forma y con los límites
del respectivo presupuesto. Si para el pago fuere
necesario un crédito extraordinario o un suplemen-
to de crédito, deberá solicitarse del Pleno uno u
otro dentro de los tres meses siguientes al día de
notificación de la resolución judicial.»

Examina a continuación el Abogado del Estado los
precedentes históricos de las reglas cuestionadas, para
poner de relieve su íntima interrelación y la dificultad
de su examen por separado, dificultad que se extiende
al citado núm. 4 del mismo artículo. Del análisis detenido
de la jurisprudencia constitucional recaída sobre tal gru-
po normativo u otros afines (SSTC 32/1982, 26/1983,
61/1984, 67/1984, 167/1987, 113/1989, 148/1989
y 149/1989), extrae las siguientes conclusiones: 1.a La
competencia administrativa para cumplir los fallos judi-
ciales no es de por sí incompatible con los arts. 117
y 24.1 C.E. [STC 67/1984, fundamento jurídico 3.o, B)],
lo que se justifica por subsistir siempre la potestad de
Jueces y Tribunales de hacer ejecutar lo juzgado adop-
tando las medidas necesarias a este fin; 2.a En especial,
el principio de legalidad presupuestaria es constitucio-
nalmente plausible (STC 61/1984) y debe ser armo-
nizado con el art. 24.1 C.E. (STC 32/1982); a este res-
pecto, la Administración debe obrar con la debida dili-
gencia, sin poder dilatar el pago más del tiempo nece-
sario (STC 26/1983); 3.a La embargabilidad de los bie-
nes del deudor puede limitarse legalmente para fines
constitucionalmente válidos y de forma proporcionada
a los mismos (STC 113/1989).

El análisis de los preceptos impugnados y su grupo
normativo (art. 154.4 L.H.L., art. 44 Ley General Pre-
supuestaria y, al menos parcialmente, arts. 103112
L.J.C.A.), para determinar su preciso alcance y funda-
mentación y a la luz de la doctrina constitucional expues-
ta, lleva al Abogado del Estado a formular las siguientes
consideraciones:

A) Existe una indudable conexión entre los dos pre-
ceptos impugnados, aunque la naturaleza exacta de esa
relación se preste a diversas interpretaciones. Ahora
bien, por lo que atañe al presente proceso, cabe concluir
que la inembargabilidad de los bienes y fondos públicos
se presenta como especificación o consecuencia del prin-
cipio de legalidad presupuestaria, en cuanto encauza a
través del Presupuesto el obligado cumplimiento de las
resoluciones judiciales firmes. Finalidad a la que igual-
mente responde, a su juicio, el art. 154.3 L.H.L.: Es como
consecuencia de la sujeción legal de los Ayuntamientos,
desde 1840, a los principios presupuestarios, por lo que
se dictan los primeros antecedentes históricos de la nor-
mativa que examinamos. Y el fundamento es el mismo
al de toda la institución presupuestaria: La sujeción plena
al Derecho de la actividad financiera de los entes públi-
cos. Así entendida, tal finalidad es plenamente residen-
ciable en valores y principios constitucionales, y desde
luego compatible con los mismos: arts. 9.1 y 103.1 (prin-
cipio de legalidad), y art. 134 C.E.

B) La inembargabilidad de los bienes y fondos públi-
cos se fundamenta en gran medida en la misma con-
sideración, por ser el Presupuesto instrumento exclusivo
de los gastos públicos. El apoderamiento o traba directo
de tales bienes o fondos, vendría a suponer un gasto
o pago sin previsión presupuestaria, o sin sujeción al
procedimiento de ejecución del Presupuesto. Pero ade-
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más, esa concreta regla posee una fundamentación autó-
noma en cuanto presupone la intangibilidad de los bienes
y fondos, necesario corolario de su destino a fines e
intereses públicos. A juicio del Abogado del Estado, es
el propio principio de separación de poderes el que veda
la inmisión coactiva de unos poderes en la esfera propia
de otros; en este sentido, el embargo de bienes o fondos
públicos supondría una grave perturbación para las Enti-
dades públicas, afectando a su posibilidad efectiva de
ejercer sus competencias y, por ello mismo, a los fines
e intereses a que tales competencias se encaminan. Por
ello conviene recordar la condición de los bienes patri-
moniales de las Corporaciones locales como productores
de ingresos para la Hacienda local (art. 76 del texto
refundido de 1986), ingresos que necesariamente deben
destinarse a las atenciones presupuestarias públicas.

C) Pasando ya al examen preciso de la constitu-
cionalidad de los preceptos impugnados, y comenzando
por el núm. 3 del art. 154 —necesariamente completado
por el citado núm. 4 del mismo artículo—, alega el Abo-
gado del Estado las siguientes razones en pro de su
plena conformidad a la Constitución: 1.o Su fundamen-
to, la legalidad presupuestaria, manifestación concreta
del Estado de Derecho, goza de indiscutible refrendo
constitucional (SSTC 32/1982 y 61/1984); 2.o No
existe contradicción entre tales reglas y la potestad juris-
diccional de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (art. 117.3
C.E.), por cuanto (STC 67/1984): a) La Ley es muy
clara en cuanto a la obligatoriedad para la Administración
del cumplimiento de las resoluciones judiciales; b) En
cuanto a las condenas de cantidad líquida, la vinculación
administrativa es total, y muy claramente establecida
en el art. 154.4 L.H.L., formulado en términos claramente
imperativos («acordará el pago», «deberá solicitarse del
Pleno» ...); c) Esta competencia administrativa de cum-
plimiento no supone «la atribución de una potestad sino
como concreción del deber de cumplir lo decidido (...) y
de prestar la colaboración requerida por los Jueces y
Tribunales» [STC 67/1984, fundamento jurídico 3.o, B)];
d) Asimismo, tal competencia administrativa en nada
impide a los Jueces o Tribunales «adoptar las medidas
necesarias para la ejecución, de acuerdo con las Leyes»,
«con la intensidad necesaria y legalmente posible» para
remover cualquier eventual obstáculo (STC 67/1984,
fundamento jurídico 2.o); e) El cumplimiento debe pro-
ducirse sin dilaciones indebidas (STC 32/1982, funda-
mento jurídico 3.o), pudiendo los órganos jurisdiccionales
adoptar las medidas necesarias a este fin, incluyendo
la deducción del tanto de culpa. Concluye el Abogado
del Estado el examen de tal precepto trayendo a colación
el principio de especialidad presupuestaria (que califica
de elemento estructural e intrínseco del Presupues-
to) constitucionalmente reconocido a su juicio tanto
en el art. 134 como en el principio de equitativa asig-
nación de los recursos públicos (art. 31.2 C.E), y la facul-
tad presupuestaria de determinar el modo de financia-
ción del crédito, que pudiera verse alterada por cualquier
alteración externa y extraña a la propia esfera admi-
nistrativa.

D) Respecto al art. 154.2 L.H.L., su constituciona-
lidad la asienta el Abogado del Estado en las siguientes
razones: 1.o) El propio principio de legalidad presupues-
taria, que necesariamente implica el cumplimiento de
las Sentencias de condena de cantidad líquida a través
del mecanismo presupuestario; la radical y previa vin-
culación presupuestaria de los créditos impide el embar-
go judicial de los mismos (SSTC 32/1982, 26/1983
y 61/1984, ya citadas); 2.o) Existe pues una finalidad
constitucionalmente razonable que justifica la limitación
de la embargabilidad (STC 61/1984, fundamento jurí-
dico 1.o); 3.o) Tal limitación es, asimismo, proporcio-
nada a la finalidad constitucional que la legitima: La traba
o apoderamiento directo de bienes y fondos públicos
supondría una total perturbación de la estructura y eje-

cución presupuestarias, debiendo recordarse que las
consignaciones presupuestarias no suponen la efectiva
existencia de fondos, debiendo preverse la financiación
de las mismas para que pueda hablarse de liquidez del
gasto público; 4.o) Esa misma proporcionalidad se rea-
firma por su inmediata conexión con los núms 3 y 4
del propio art. 154, ya examinados: La inembargabilidad
no es obstáculo desproporcionado a la ejecución de las
resoluciones en cuanto simplemente supone su encau-
zamiento a través de un determinado procedimiento,
obligado para la Administración, y sin que puedan pro-
ducirse dilaciones; en definitiva, la intangibilidad del patri-
monio del ente público no supone en modo alguno la
inmunidad del mismo; 5.o) Otras razones secundarias
abundan en la misma dirección: La distinta calidad de
un deudor privado respecto a los entes públicos, pues
éstos se presumen siempre solventes y no están sujetos
a previsiones como las de los arts. 1.911 y 1.111 C.C.,
dada la vinculación jurídico-objetiva de sus bienes a fines
determinados. Esto último conduce a la fundamentación
autónoma —respecto del principio de legalidad presu-
puestaria— de la regla de inembargabilidad, y que dimana
directamente de la separación de poderes como demues-
tran los orígenes históricos de tal regla: La continuidad
del servicio público, preservando la satisfacción de los
intereses públicos y sociales. La Administración, puede
afirmarse a juicio del Abogado del Estado, no debe verse
perturbada para cumplir los intereses generales, lo que
constitucionalmente constituye su obligada tarea; su
patrimonio, condición necesaria para el cumplimiento
de esos fines y afectado esencialmente al mismo, debe
por ello preservarse de medidas directas de traba o apo-
deramiento. Su destino legal, la producción de ingresos
públicos (art. 76 del texto refundido de 1986, citado),
y la finalidad constitucional de una equitativa asignación
del gasto (art. 32.1 C.E.) conllevan una distribución con-
junta y finalista del gasto y una determinación precisa
de los fondos necesarios para su financiación, que no
corresponde sino a las autoridades presupuestariamente
competentes, de modo que toda inmisión externa y coac-
tiva sería inadmisible.

9. Por providencia de 14 de julio de 1998, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 15 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Burgos ha cuestionado la conformidad con los arts.
24.1, 117.3 y 118 C.E. de los apartados 2 y 3 del art.
154 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, reguladora
de las Haciendas Locales. En relación con el primero
de dichos preceptos ha de tenerse presente que, en su
redacción según la citada Ley 39/1989, de 28 de diciem-
bre, disponía que:

«2. Los Tribunales, Jueces y autoridades admi-
nistrativas no podrán despachar mandamientos de
ejecución ni dictar providencias de embargo contra
los derechos, fondos, valores y bienes en general
de la Hacienda local ni exigir fianzas, depósitos y
cauciones a las Entidades locales.»

La reciente Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social,
en virtud de su art. 66.6 ha modificado el precepto agre-
gando un inciso final, de suerte que el texto hoy vigente
es el que sigue:

«2. Los Tribunales, Jueces y autoridades admi-
nistrativas no podrán despachar mandamientos de
ejecución ni dictar providencias de embargo contra
los derechos, fondos, valores y bienes en general
de la Hacienda local ni exigir fianzas, depósitos y
cauciones a las Entidades locales, excepto cuando
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se trate de la ejecución de hipotecas sobre bienes
patrimoniales inmuebles no afectados directamen-
te a la prestación de servicios públicos.»

No obstante, hecha esta precisión conviene señalar
que es la redacción originaria del precepto la que cues-
tiona el órgano jurisdiccional. Y a ella hemos de limitar
su contraste con la Constitución, pues a diferencia de
lo que por lo común ocurre en un recurso de incons-
titucionalidad, en el presente proceso la validez de un
precepto, aun derogado, puede requerir un juicio de
constitucionalidad al existir un proceso pendiente y, por
tanto, ser posible que condicione la decisión, aunque
sólo sea para esta particular controversia (SSTC
385/1993, fundamento jurídico 2.o y, en el mismo sen-
tido, STC 109/1993). Máxime si en este caso no se
ha producido la derogación del precepto sino sólo su
modificación parcial al adicionar una excepción a la regla
general de la inembargabilidad, que subsiste tanto en
la primitiva redacción como en la actual.

El segundo de los preceptos cuestionados, que no
ha sido objeto de modificación legal, establece que:

«3. El cumplimiento de las resoluciones judi-
ciales que determinen obligaciones a cargo de las
Entidades locales o de sus organismos autónomos
corresponderá exclusivamente a las mismas, sin
perjuicio de las facultades de suspensión o ineje-
cución de Sentencias previstas en las Leyes.»

2. Al promover la presente cuestión, la Audiencia
Provincial de Burgos ha precisado que el proceso a quo
se encuentra en la fase de ejecución de la Sentencia
dictada contra una Corporación que le condena al pago
de cantidad líquida, como indemnización de los daños
y perjuicios causados a una entidad mercantil. Por lo
que considera que, en atención a esta situación procesal,
el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) ha
de concretarse en el cumplimiento del fallo judicial, evi-
tando así que la Sentencia firme se convierta para quien
la obtuvo a su favor en mera e ineficaz declaración for-
mal. Cumplimiento que la Audiencia Provincial vincula
con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de juzgar
y hacer ejecutar lo juzgado, atribuida en exclusiva a los
Juzgados y Tribunales por los arts. 117.3 y 118 C.E.,
por entender que dicho ejercicio se vería obstaculizado
o mermado si se mantienen tanto la inembargabilidad
de los bienes de las Entidades locales como la llamada
autotutela ejecutiva de las Sentencias judiciales por parte
de aquéllas establecidas, respectivamente, por los apar-
tados 2 y 3 del art. 154 L.H.L.

Por el contrario, tanto el Abogado del Estado como
el Fiscal General estiman que la presente cuestión debe
ser desestimada. Según el primero, por la relevancia en
el presente caso de otros principios constitucionales,
como el de legalidad presupuestaria y continuidad de
los servicios públicos, legitimadores de los preceptos
cuestionados. Alegando, además, que tales preceptos
guardan la debida proporción con aquellos principios,
dado que la traba de bienes y fondos de la Hacienda
local supondría una total perturbación de la ejecución
presupuestaria y, en cambio, la inembargabilidad supone
encauzar el pago a través de un determinado proce-
dimiento administrativo cuya premisa es la solvencia de
los entes públicos y en el que no pueden producirse
dilaciones en atención a lo previsto en el art. 154.4 L.H.L.
Mientras que el Fiscal General solicita la desestimación
no sólo por la relevancia de dichos principios sino porque
las eventuales infracciones denunciadas no estarían tan-
to en los preceptos cuestionados como en la ausencia
de una más efectiva regulación de la ejecución por la
Administración de Sentencias que la condenan al pago
de cantidad líquida.

3. La duda de inconstitucionalidad planteada por
la Audiencia Provincial de Burgos se proyecta, pues,
sobre dos de los «privilegios que protegen a la Admi-
nistración», según la expresión de la STC 26/1983, fun-
damento jurídico 4.o. En este caso a la Administración
local y, más concretamente, a la municipal. Por lo que
es conveniente recordar, de un lado, cual es su origen
histórico en nuestro ordenamiento, que se sitúa en el
período que media entre la Ley de Organización y Atri-
buciones de los Ayuntamientos de 14 de julio de 1840
y la Ley Municipal de 16 de diciembre de 1876. De
otro, cuales fueron sus consecuencias en lo que respecta
a la ejecución de Sentencias condenatorias al pago de
cantidad líquida por parte de aquéllos.

A) En cuanto a lo primero, ha de partirse de la anó-
mala situación presupuestaria de los Ayuntamientos exis-
tente al inicio del período antes indicado y que se pro-
dujo, entre otras causas, por el tránsito de una Hacienda
patrimonial, basada en ingresos derivados de sus bienes,
a una Hacienda fiscal, progresivamente más dependiente
de los tributos para financiarse. Proceso que se acentuó
por obra de la Ley desamortizadora de 1 de mayo de
1855, produciendo un doble resultado: El mal estado
en general de las finanzas municipales y, correlativamen-
te, un amplio recurso de los particulares a la ejecución
forzosa contra los Ayuntamientos para el cobro de los
créditos declarados por Sentencias firmes.

Para remediar dicha situación se dispuso en los arts.
91 y 96 de la Ley de Ayuntamientos de 8 de enero
de 1845, la inclusión en los presupuestos municipales,
como gastos obligatorios, de los pagos de deudas y rédi-
tos de censos. Pero el Gobierno, como remedio más
radical, dictó además la Real Orden de 21 de enero
de 1845, en la que se ordenaba la suspensión inmediata
de todo apremio y ejecución contra fondos municipales.
Lo que se reiteró en la Circular del Ministerio de la Gober-
nación de 19 de mayo de 1845 y en la Real Orden
de 22 de septiembre del mismo año. Previsiones que
pasan, primero, al Real Decreto de 12 de marzo de 1847
—en el que su art. 5 dispuso que las deudas de los Ayun-
tamiento cuya legitimidad ya había sido declarada por
una ejecutoria se incluirían en los presupuestos muni-
cipales, indicando un plazo a dicho efecto— y, más tarde,
a los arts. 142 a 144 de la Ley Municipal de 1877.

No obstante, la inembargabilidad de la Hacienda
Pública se consolida, tras los antecedentes de la Ley
de 23 de mayo de 1845 y la Real Orden de 14 de
junio de ese mismo año, en la Ley de Bases de la Con-
tabilidad General, Provincial y Municipal, de 20 de febre-
ro de 1850. Pues partiendo de una concepción amplia
de aquélla, dado que integraba «todas las contribuciones,
rentas, fincas, valores y derechos que pertenecen al Esta-
do» (art. 1 de la Ley) se dispuso, de un lado, que sólo
eran «obligaciones exigibles» del Estado las compren-
didas en la Ley anual de Presupuestos o las reconocidas
por Leyes especiales (art. 19). Y de otro lado se estableció
en el art. 9 que «ningún Tribunal podrá despachar man-
damiento de ejecución, ni dictar providencias de embar-
go contra las rentas y caudales del Estado». Preceptos
que se reiteran en los arts. 1, 16 y 23 de la Ley de
25 de junio de 1870, Provisional de Administración y
Contabilidad de la Hacienda, de donde pasan, con ligeras
variantes, a las disposiciones posteriores en esta materia.

B) En segundo término, las consecuencias que se
derivan de estos preceptos pueden ser ya apreciadas
en algunos pronunciamientos de la jurisprudencia tanto
en los inicios del período antes indicado como poste-
riores. En ellos se afirma, en efecto, que la legitimidad
de la deuda de un particular contra un Ayuntamiento,
si es cuestionada, ha de ser resuelta por los Juzgados
y Tribunales, a quienes corresponde dictar fallos decla-
ratorios del derecho de las partes. Pero se agrega, en
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contrapartida, que la Sentencia que aquéllos dicten no
produce otro efecto que el de la inclusión de la deuda
en el presupuesto municipal, a lo que puede negarse
la Administración (Reales Decretos-Sentencias del Con-
sejo Real de 4 de junio de 1846, 9 de julio de 1846
y 29 de julio de 1846). Lo que entrañaba una directa
relación entre la inembargabilidad de la Hacienda Pública
y la llamada autotutela ejecutiva de las distintas Admi-
nistraciones, puesto que si «no pueden los Jueces y Tri-
bunales ordinarios exigir créditos por sí aplicando las
formas del juicio ejecutivo, ni de otro modo alguno»,
como se declaró en la citada Resolución del Consejo
Real de 4 de junio de 1846, la consecuencia obligada
era la atribución a las Administraciones Públicas de una
competencia exclusiva para proceder a la ejecución de
las resoluciones judiciales condenatorias de éstas. Lo
que finalmente tuvo refrendo legal en la mencionada
Ley de 20 de febrero de 1850, cuyo art. 9, párrafo 2.o,
dispuso que el cumplimiento de las Sentencias de con-
dena de las Administraciones Públicas «corresponde
exclusivamente a los agentes de la Administración, quie-
nes... verificarán el pago en la forma y dentro de los
límites que señalen las Leyes de Presupuesto». Pues,
de lo contrario, «en beneficio de algunos particulares
y por Sentencias de los Tribunales de Justicia, serían
desatendidas y abandonadas las atenciones públicas
más privilegiadas y perentorias» (Reales Ordenes de 28
de febrero de 1844 y 17 de agosto de 1845).

Es de destacar, además, una consecuencia ulterior
que aquí especialmente interesa, puesta de relieve en
algunas disposiciones del último tercio del siglo XIX,
como es el caso, entre otros, de los Reales Decretos
de 11 de junio de 1897 y 30 de abril de 1898. En
efecto, en el primero se hace una inicial referencia al
art. 76 de la Constitución entonces en vigor para afirmar
que ciertamente «...pertenece a los Tribunales y Juzga-
dos la función de hacer que se ejecute lo juzgado», pero
se agrega a continuación que este principio general «tie-
ne su primera limitación en el mismo Código fundamen-
tal, cuyo art. 78 encomienda a las Leyes la determinación
y extensión de las facultades de los Tribunales y Juz-
gados». Por lo que se estima que son aplicables al res-
pecto los preceptos tanto de la Ley Municipal como de
la Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda
Pública, que si en la materia de deudas de los municipios
confieren competencia a los órganos judiciales «para
resolver acerca de la legitimidad y prelación de los cré-
ditos, en cambio atribuyen exclusivamente a los agentes
de la Administración el acuerdo y verificación del pago
en la forma y dentro de los límites señalados en las
Leyes administrativas». Doctrina que se reitera en el Real
Decreto de 30 de abril de 1898 en relación con un
conflicto de competencia, al afirmarse que, una vez que
el Juzgado, dentro de las facultades de su exclusiva com-
petencia, ofició al Ayuntamiento para que procediera al
cumplimiento de la ejecutoria en la que se le condenaba
al pago de la deuda «... es innegable que terminó su
jurisdicción en el asunto». Estimando que «queda fuera
de toda duda que la autoridad judicial invade las atri-
buciones de la administrativa al inmiscuirse en el modo
y forma como la Corporación municipal... haya de cumplir
sus compromisos de orden puramente administrativo,
por estar relacionados con la formación y aplicación de
sus presupuestos, bien extraordinarios, bien ordinarios,
y con la administración de los fondos municipales...».

En suma, de lo anterior se desprende, en primer lugar,
que tanto la autotutela ejecutiva de la Administración
local como la inembargabilidad de la Hacienda municipal
surgieron históricamente no sólo en atención a las con-
cepciones jurídicas entonces dominantes —la separación
sin interferencias mutuas entre la Jurisdicción y la Admi-
nistración, como corolario de la división de poderes—
sino también por exigencias derivadas tanto del principio

de legalidad administrativa como del de legalidad pre-
supuestaria. En segundo término, que ya en este momen-
to histórico se consideró que la inembargabilidad de los
distintos elementos que integraban la Hacienda Pública
constituía un límite al ejercicio de la función jurisdiccional
de los Jueces y Tribunales de hacer ejecutar lo juzgado.

4. Teniendo presente los datos que se acaban de
exponer, es procedente situarse a continuación ante los
dos preceptos cuestionados por la Audiencia Provincial
de Burgos, los apartados 2 y 3 del art. 154 L.H.L. Pues
el examen de las relaciones existentes entre uno y otro,
así como con otros preceptos concordantes de la misma
Ley, nos permitirá acotar debidamente el ámbito de nues-
tro enjuiciamiento.

A) Si el art. 154 L.H.L se ha incluido en la sección
2.o, capítulo primero, del título VI de esta disposición,
dedicado al «Presupuesto y gasto público», es oportuno
recordar que la normativa presupuestaria parte de la
distinción establecida por el Derecho civil entre el naci-
miento de la obligación y su exigibilidad, como se señaló
en la STC 206/1993, fundamento jurídico 4.o. Y si bien
una resolución judicial firme que condena a la Admi-
nistración local puede producir la exigibilidad de la obli-
gación de pago, según se reconoce en el art. 154.1
L.H.L., sin embargo «esto no quiere decir que se convierta
en un título directamente ejecutable» (STC 206/1993,
fundamento jurídico 4.o), pues el pago ha de llevarse
a cabo mediante un procedimiento administrativo de eje-
cución del gasto, ya que las obligaciones de pago «no
podrán ser cumplidas si no existe crédito presupuestario
suficiente para hacerles frente» (STC 294/1994, fun-
damento jurídico 3.o, con cita de las SSTC 206/1993
y 61/1983). De suerte que, en definitiva, el pago no
podrá hacerse «sin dar cumplimiento a los requisitos
exigidos por las normas legales que regulan las Finanzas
públicas» (STC 61/1984, fundamento jurídico 3.o).

Teniendo esto en cuenta, desde una contemplación
sistemática de los preceptos impugnados y disposiciones
concordantes cabe entender que las exigencias del prin-
cipio de legalidad en materia del gasto público son las
que han determinado que el cumplimiento de las reso-
luciones judiciales que determinen obligaciones de pago
a cargo de las Entidades locales o de sus organismos
autónomos se reserve «exclusivamente a las mismas»,
como se expresa en el art. 154.3 L.H.L. Pero también,
más fundamentalmente, que el legislador haya estable-
cido un régimen general para el pago en el que se pres-
cribe de forma taxativa que «la Autoridad administrativa
encargada de la ejecución acordará el pago en la forma
y con los límites del respectivo presupuesto»; aunque
esta exigencia se flexibiliza al agregarse que «si para
el pago fuere necesario un crédito extraordinario o un
suplemento de crédito», habrá de solicitarse del Pleno
uno u otro «dentro de los tres meses siguientes al día
de la notificación de la resolución judicial» (art. 154.4).
Solicitud que cabe relacionar con la previsión contenida
en el art. 151.2 b) L.H.L., por la que se permite al par-
ticular reclamar contra el presupuesto si en él se ha
omitido el crédito necesario para el cumplimiento de
obligaciones exigibles a la Entidad local.

En contrapartida, el legislador ha establecido en el
art. 154.2 L.H.L. la prohibición de embargo «contra los
derechos, fondos, valores y bienes en general de la
Hacienda local» por entender sin duda que el régimen
general del art. 154.4 L.H.L. permite cumplir satisfac-
toriamente las resoluciones judiciales que determinen
obligaciones de pago con cargo a las Entidades locales
y sus organismos autónomos. Lo que implica, dicho en
otros términos, que esta limitación a la ejecución forzosa
de las Sentencias que condenan a la Entidad local al
pago de una cantidad líquida opera en atención a un
presupuesto que se estima incuestionable: La idoneidad
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del régimen general del art. 154.4 L.H.L. para garantizar
el efectivo cumplimiento de estas resoluciones judiciales.
Por lo que dada la directa relación existente entre una
y otra previsión legal será preciso determinar si dicho
régimen general de pago es en verdad idóneo, en todo
caso, para garantizar el cumplimiento de las Sentencias
condenatorias de la Administración local. Y si se llegase
a una respuesta negativa, sería preciso examinar, desde
la perspectiva del art. 24.1 C.E. si la prohibición de embar-
go que el art. 154.2 L.H.L. establece con carácter general
posee una justificación constitucional y, además, si es
proporcionada y no excesiva.

B) En lo que respecta a la duda de inconstitucio-
nalidad del art. 154.3 L.H.L., cabe ciertamente entender
que se ha suscitado en atención a que en este precepto
el cumplimiento de las resoluciones judiciales que deter-
minen obligaciones de pago con cargo a las Entidades
locales y sus organismos autónomos se atribuye «ex-
clusivamente» a las mismas. Lo que, para el órgano juris-
diccional que promueve la cuestión, contrasta con la
exclusividad en el ejercicio de la potestad jurisdiccional
de «hacer ejecutar lo juzgado» por parte de los Juzgados
y Tribunales (art. 117.3 C.E.). Al igual que también apre-
cia una contraposición entre lo dispuesto en dicho pre-
cepto legal y la obligatoriedad del cumplimiento de las
resoluciones judiciales firmes (art. 118 C.E.), que incues-
tionablemente se extiende no sólo a los particulares sino
también a los entes públicos.

Respecto a lo anterior, cabe observar que el privilegio
de autotutela ejecutiva del art. 154.3 L.H.L. sólo es una
consecuencia por así decir insoslayable del principio
constitucional de legalidad en materia de gasto público
(art. 133.4 C.E.), dado que por tratarse de un ente público
«el pago ha de llevarse a cabo mediante un procedi-
miento administrativo de ejecución del gasto» (STC
294/1994, fundamento jurídico 3.o) y por tanto,
corresponde a la propia Administración deudora. Y res-
pecto al contenido y finalidad de dicho privilegio hemos
declarado en la STC 67/1984, fundamento jurídico
3.oB), que dicho privilegio no puede ser interpretado «co-
mo la atribución de una potestad, sino como la con-
creción del deber de cumplir con lo decidido por las
Senten cias y resoluciones firmes —que constituye en
cada caso una obligación para la Administración— y de
prestar la colaboración requerida por los Jueces y Tri-
bunales en sus resoluciones firmes dictadas en ejecución
de Sentencias (...)». Sólo entraña, pues, una simple acti-
vidad de la Administración local encaminada a la eje-
cución de los mandatos judiciales.

No cabe entender, pues, que el privilegio de autotutela
ejecutiva del art. 154.3 L.H.L., por sí sólo, excluya o
limite el ejercicio de la potestad jurisdiccional de «hacer
ejecutar lo juzgado» que en exclusiva corresponde a los
Juzgados y Tribunales. Ni tampoco el deber que a los
entes públicos impone el mandato del art. 118 C.E. Pues
«los privilegios que protegen a la Administración no la
sitúan fuera del ordenamiento ni la eximen de cumplir
lo mandado en los fallos judiciales» (STC 26/1983, fun-
damento jurídico 4.o). Por lo que ha de llegarse a la
conclusión que dicho precepto no es contrario a la
Constitución.

5. Así delimitado el objeto de la presente cuestión,
como punto de partida para su examen conviene recor-
dar dos extremos:

A) En primer lugar, que el derecho fundamental a
la tutela judicial efectiva que el art. 24.1 C.E. reconoce
y garantiza y que constitucionalmente «se califica por
la nota de efectividad» (STC 1/1981) no sólo es una
«exigencia objetiva» en un Estado de Derecho (STC
15/1986, fundamento jurídico 3.o) sino que incluye
el derecho de carácter subjetivo a que sean cumplidas
las resoluciones judiciales firmes, como reiteradamente
ha declarado este Tribunal (SSTC 152/1990, 16/1991,

142/1992, 380/1993 y 314/1994, entre otras
muchas). Y este derecho, además, es «de trascendental
importancia en nuestro sistema jurídico» (STC
113/1989, fundamento jurídico 3.o), pues únicamente
con el cabal y efectivo cumplimiento de dichas reso-
luciones «el derecho al proceso se hace real y efectivo
ya que, si fuera de otro modo, el derecho no pasaría
de ser una entidad ilusoria» (STC 61/1984, fundamento
jurídico 1.o).

A lo que cabe agregar, de un lado, que el derecho
a que se ejecuten las Sentencias no es absoluto e incon-
dicionado (STC 61/1984) ya que al integrar el derecho
a la tutela judicial efectiva «participa de la naturaleza
de derecho de prestación que caracteriza a aquél en
que viene integrado y, en tal sentido, sus concretas con-
diciones de ejercicio corresponde establecerlas al legis-
lador», respetando el contenido esencial del derecho fun-
damental (STC 113/1989, fundamento jurídico 3.o). De
otro lado, que el derecho subjetivo a la ejecución de
las resoluciones judiciales firmes se satisface «cuando
los Jueces y Tribunales a quienes corresponde ejecutar
lo juzgado (art. 117.3 C.E.), según las normas de com-
petencia y procedimiento aplicables... adoptan las medi-
das oportunas para el estricto cumplimiento del fallo».
Lo que se ha declarado, conviene subrayarlo, «con inde-
pendencia de que la resolución a ejecutar haya de ser
cumplida por un ente público» (STC 125/1987, funda-
mento jurídico 2.o).

B) En segundo término, es evidente que el privilegio
de inembargabilidad contenido en el art. 154.2 L.H.L.
constituye un límite a la ejecución forzosa, esto es, un
procedimiento de apremio en defecto del cumplimiento
voluntario de la Sentencia por parte del deudor. Más
concretamente, a la ejecución forzosa de carácter gené-
rico de Sentencias que condenan a la entrega de una
cantidad de dinero, destinada a satisfacer al acreedor
en la medida en que posibilita que éste reciba lo mismo
que si aquél hubiera cumplido voluntariamente la deuda.
A cuyo fin la Ley de Enjuiciamiento Civil establece diver-
sas medidas procesales dirigidas contra el conjunto de
bienes y derechos de contenido económico que integran
el patrimonio del condenado, cuyo punto inicial es el
embargo (art. 921 L.E.C.).

El objeto de esta medida, estrictamente jurisdiccional
y ejecutiva, es la traba o afectación de concretos bienes
del deudor y no indiscriminadamente de su patrimonio,
pues requiere la previa selección de aquellos que sean
«suficientes para cubrir la cantidad por la que se ha
despachado la ejecución y las costas» (art. 1.442 L.E.C.).
Por lo que constituye el presupuesto necesario de los
demás actos destinados a la ejecución de Sentencias
que condenan a la entrega de una cantidad de dinero
líquida, esto es, la llamada ejecución dineraria y, en espe-
cial, de los que integran la vía de apremio, en la que
tendrá lugar la realización de los bienes afectados y,
finalmente, el pago al ejecutante de su crédito, intereses
y costas.

C) Ahora bien, el embargo en cuanto medida de
ejecución forzosa puede estar sujeto a concretas limi-
taciones legales. Limitaciones cuya genérica justificación
constitucional se halla, como hemos declarado reitera-
damente, en que «el art. 24.1 C.E. no reconoce un dere-
cho incondicional y absoluto a la prestación jurisdiccional
sino un derecho a obtenerla por las vías procesales exis-
tentes y con sujeción a su concreta ordenación legal»
(STC 140/1995, fundamento jurídico 6.o, con cita de
las SSTC 19/1981, 49/1983, 113/1990 y 172/1991).

De este modo, el legislador, por razones de «interés
público y social», puede excluir «determinados bienes
y derechos de la ejecución forzosa, declarándolos inem-
bargables y prohibiendo, en su consecuencia, que el eje-
cutante proyecte su ejecución sobre los mismos, que
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podrían ser objeto de la actividad ejecutiva de no mediar
la prohibición» (STC 113/1989, fundamento jurídico
3.o). De suerte que, aun admitiendo que la inembarga-
bilidad que establece el primer inciso del art. 154.2 L.H.L.
constituya un régimen legal especial en cuanto excluye
dichos bienes de la ejecución forzosa y, por tanto, que
el legislador se ha apartado sustancialmente del régimen
común en esta materia establecido por los arts. 919,
921 y concordantes de la L.E.C., ello no determina por
sí sólo la inconstitucionalidad de dicho precepto. Pues
ésta sólo surgirá «de la ausencia de justificación objetiva
de la especialidad o, aun existiendo ésta, de la falta de
proporción entre la finalidad perseguida y el sacrificio
impuesto» (STC 4/1988, fundamento jurídico 5.o). Por
lo que, en definitiva, hemos de comprobar si la inem-
bargabilidad del art. 154.2 L.H.L., que está directamente
relacionada con el régimen de pago previsto en el art.
154.4 de la misma Ley como antes se ha dicho, responde
o no «a razonables finalidades de protección de valores,
bienes o intereses constitucionalmente protegidos y
guardan la debida proporcionalidad con dichas finalida-
des» (STC 113/1989, fundamento jurídico 3.o).

6. Al respecto, tanto el Abogado del Estado como
el Ministerio Fiscal han sostenido que la inembargabi-
lidad establecida por el art. 154.2 L.H.L. posee una jus-
tificación constitucional objetiva y razonable. Si bien ha
de tenerse presente que el primero expone la justifi-
cación de dicha limitación tanto en relación con los fon-
dos públicos como con los bienes públicos de los entes
locales.

En esencia, el Abogado del Estado ha alegado que
el fundamento de la inembargabilidad se halla en el prin-
cipio de legalidad presupuestaria, al que expresamente
se refiere el art. 133.4 C.E., así como en el de eficaz
funcionamiento de los servicios públicos. Principios que,
a su entender, se verían gravemente alterados caso de
admitirse una ejecución inmediata e incondicionada de
las resoluciones judiciales firmes contra la Entidad local
deudora de los particulares; cuando éstos, en contra-
partida, cuentan con la posibilidad de iniciar el proce-
dimiento previsto en el art. 151.2 b) en relación con
el art. 154.4 L.H.L. para que el Pleno de la Corporación
acuerde el correspondiente crédito extraordinario o
suplemento de crédito. Argumentos que, en lo esencial,
son también compartidos por el Ministerio Fiscal, aunque
admite que la tensión entre tutela judicial efectiva y cum-
plimiento de los fines de servicio público de la Admi-
nistración desaparecería si existieran medidas legislati-
vas más eficaces para el cumplimiento de los fallos judi-
ciales condenatorios de aquélla. Sin embargo, esta jus-
tificación no puede ser compartida, por las razones que
se expondrán en los siguientes fundamentos jurídicos.

7. Ciertamente, desde la STC 32/1982 este Tribu-
nal ha reconocido la relevancia constitucional del prin-
cipio de legalidad presupuestaria o, más exactamente,
de legalidad del gasto público en relación con el cum-
plimiento de las Sentencias condenatorias de las Admi-
nistraciones Públicas, reiterándolo en varias decisiones
posteriores (STC 26/1983, 61/1984, 67/1984, entre
otras). Y en la STC 294/1994, fundamento jurídico 3.o,
se ha hecho referencia, al «peculiar entrecruzamiento
entre la legalidad administrativa, entendida como some-
timiento pleno de la actuación administrativa a la Ley
y al Derecho (art. 103.1 C.E.) y la legalidad presupues-
taria en el régimen jurídico de las obligaciones econó-
micas» de un ente público, declarando que tales obli-
gaciones no podrán ser cumplidas «si no existe crédito
presupuestario suficiente para hacerles frente, siendo
nulos los actos de ejecución presupuestaria que incum-
plan esta prohibición (art. 60 L.G.P.)».

En el presente caso, la anterior doctrina ha llevado
a estimar que es el principio de legalidad presupuestaria

el que ha determinado que el cumplimiento de las reso-
luciones judiciales firmes que condenan a una Admi-
nistración Pública al pago de cantidad líquida haya sido
atribuido por el legislador a la propia Administración (art.
154.3 L.H.L.). Y también, más fundamentalmente, a que
el pago quede sujeto a un procedimiento general, el
del art. 154.4 L.H.L., ya que el pago habrá de acordarse
«en la forma y con los límites del respectivo presupuesto»
como determina el inciso inicial del primero de dichos
preceptos. Y, por último, como ya se ha declarado en
la STC 107/1992, fundamento jurídico 2.o, que dicho
principio, junto al de continuidad de los servicios públi-
cos, constituye el «fundamento de la exclusión de la
ejecución forzosa respecto de bienes de titularidad
pública».

Ahora bien, aun admitiendo que el principio de lega-
lidad en materia de gasto público determine que cuando
se trate de una Sentencia de condena de carácter pecu-
niario «el pago no puede hacerse sin dar cumplimiento
a los requisitos exigidos por las normas legales que regu-
lan las Finanzas públicas» (STC 61/1984, fundamento
jurídico 3.o) y, además, que ello provoca inevitablemen-
te «una demora inercial o institucional, achacable al sis-
tema de garantías para el correcto manejo de los dineros
públicos» (STC 206/1993), tampoco cabe olvidar, en
contrapartida, que del mencionado principio también se
derivan otras exigencias, desde la perspectiva del art.
24.1 C.E. Puesto que obliga, como hemos declarado rei-
teradamente, «a que la Administración Pública y, en su
caso, los Tribunales, adopten las medidas necesarias a
fin de garantizar que el mencionado derecho constitu-
cional (a la tutela judicial efectiva) adquiera plena efec-
tividad». Y en ningún caso el principio de legalidad pre-
supuestaria puede justificar «que la Administración pos-
ponga la ejecución de las Sentencias más allá del tiempo
necesario para obtener, actuando con la debida diligen-
cia, las consignaciones presupuestarias en el caso de
que éstas no hayan sido previstas», pues no cabe admitir
que «deje de hecho sin contenido un derecho que la
Constitución reconoce y garantiza» (STC 32/1982, fun-
damento jurídico 2.o. En el mismo sentido STC 26/1983,
fundamento jurídico 4. o).

De lo que se desprende, en suma, que si bien los
entes locales deudores están sometidos al principio de
legalidad en materia de gasto público, no están menos
obligados a ejecutar la Sentencia condenatoria en sus
propios términos. Pues si no lo hiciera así y dilatase
su cumplimiento más allá de un plazo razonable, se pro-
duciría una lesión del art. 24 C.E., que garantiza el dere-
cho del particular acreedor a la tutela judicial efectiva
y, en este caso, a la ejecución, sin dilaciones indebidas,
de las resoluciones judiciales firmes. Lo que conduce
a examinar si el régimen general de pago previsto en
el art. 154.4 L.H.L. garantiza, en todo caso, que no se
produzca este resultado negativo.

8. De otra parte, si la idoneidad del régimen general
previsto en el art. 154.4 L.H.L. para asegurar el pago
de la deuda del particular constituye el presupuesto que
ha llevado al legislador a excluir la ejecución forzosa
de las Sentencias que condenan a una Entidad local,
como antes se ha dicho, forzoso es admitir que dicho
régimen general, por sí sólo, no garantiza que la Entidad
local deudora, pese a la obligación que le incumbe de
cumplir con los mandatos judiciales, no pueda posponer
o diferir la ejecución de la Sentencia y, por tanto, que
quede satisfecho el crédito del particular acreedor.

A) En efecto, si nos atenemos al tenor de los pre-
ceptos que se acaban de mencionar cabe observar que
el inciso inicial del art. 154.4 L.H.L. sólo dispone que
el pago se acordará «en la forma y con los límites del
respectivo presupuesto». Sin que se imponga a la Admi-
nistración local deudora ninguna obligación adicional de
comportamiento en relación con las actuaciones que ha
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de llevar a cabo ni tampoco un límite en cuanto al tiempo
en que aquélla ha de proceder al pago. Cuando es preciso
admitir que una dilación por parte de la Administración
local, por no actuar con la debida diligencia, induda-
blemente «afecta en el tiempo a la efectividad del dere-
cho fundamental», como hemos declarado en la STC
67/1984, fundamento jurídico 2.o, respecto a la acti-
vidad judicial en igual supuesto.

De otra parte, en atención a la efectividad que cons-
titucionalmente caracteriza a la tutela judicial y de la
que indudablemente participa el derecho a la ejecución
de las resoluciones judiciales firmes, no cabe estimar
que la vulneración del derecho fundamental que puede
producirse si la Administración local persiste en el incum-
plimiento de la Sentencia condenatoria quede excluida
por la compensación que el particular ha de percibir
en concepto de intereses de demora. Pues basta reparar
en que con tal medida lo que únicamente se pretende
es «indemnizar al acreedor del impago el lucro cesante,
dándole lo que hubiere podido obtener en circunstancias
normales de la cantidad líquida que le adeuda». Y por
ello ha de recibir tales intereses para evitar así que «el
ciudadano, cuando trate con las Administraciones Públi-
cas y sea acreedor, resulte peor tratado por no conseguir
la íntegra compensación de un derecho de crédito reco-
nocido judicialmente» (STC 69/1996, fundamento jurí-
dico 4.o y, en el mismo sentido, SSTC 23/1997
y 141/1997).

B) En segundo término, el art. 154.4 L.H.L. ha pre-
visto en su segundo inciso el recurso a un crédito extraor-
dinario o a un suplemento de crédito para proceder al
pago. Aunque dicho precepto sólo determina, con impre-
cisión en cuanto al destinatario, que «deberá solicitarse
del Pleno» de la Corporación municipal «dentro de los
tres meses siguientes al día de la notificación judicial».
De suerte que si se entendiera que también en este
supuesto opera lo dispuesto en el art. 151.2 b) L.H.L.,
la obligación de solicitar el crédito recaería, sorprenden-
temente, sobre el particular acreedor y no sobre la Admi-
nistración local deudora, pese a habérsele notificado la
Sentencia condenatoria; lo que no se compadece con
el mandato del art. 118 C.E. A lo que cabe agregar,
de otra parte, que el recurso a las mencionadas técnicas
de modificación de los créditos presupuestarios no está
exento de limitaciones y condicionamientos legales, al
exigirse la especificación en el expediente del medio
o recurso que ha de financiar el aumento que se propone
(art. 158 L.H.L. y arts. 34 y siguientes del Real Decre-
to 500/1990).

C) Por último, se ha invocado la existencia de otra
vía legalmente prevista para hacer efectivo el cumpli-
miento de una Sentencia condenatoria: Que el Juez, tras
requerir a la Administración local deudora, deduzca el
correspondiente testimonio por delito de desobediencia
caso de que dicho cumplimiento no se produzca dentro
de un plazo razonable. Medida a la que se ha hecho
referencia en decisiones anteriores de este Tribunal
(SSTC 67/1984 y 294/1994, entre otras).

No obstante, aunque esta medida pueda ciertamente
potenciar el cumplimiento de la Sentencia que condena
a una Entidad local al pago de una cantidad líquida,
no es menos cierto que, por su misma naturaleza y el
ámbito legal en el que opera, no constituye un cauce
legal que, en todo caso, permita hacer efectivo el pago
al particular. Pues basta reparar en que la Entidad local
es la obligada al cumplimiento de la Sentencia conde-
natoria, pero en cambio no puede ser objeto de una
sanción penal por desobediencia. De suerte que tal medi-
da en realidad sólo opera de forma indirecta.

De lo que resulta, en suma, que el art. 154.4 L.H.L.
no impide que el ente local deudor persista en el incum-
plimiento de la Sentencia condenatoria y posponga o
difiera el pago al particular, pese a que tanto éste como
el órgano jurisdiccional hayan actuado con la debida

diligencia e intensidad legal posible para remover la obs-
taculización producida (STC 67/1984, fundamento jurí-
dico 2.o). De suerte que, agotada la eficacia del régimen
general de pago del art. 154.4 L.H.L., caso de que no
se satisfaga el derecho de crédito del particular, y, por
tanto, se incumpla la resolución judicial condenatoria,
se plantea el problema de la inembargabilidad que el
art. 154.2 L.H.L. establece.

9. El Abogado del Estado también ha alegado que
la inembargabilidad establecida por el art. 154.2 L.H.L.
posee una justificación autónoma, basada en la intan-
gibilidad de los bienes y fondos públicos en atención
a su destino, que no es otro que la satisfacción de inte-
reses y finalidades públicos.

Esta alegación ciertamente ha de compartirse con
lo que respecta a «los derechos, fondos y valores» de
la Hacienda local, a los que se refiere el precepto legal
antes mencionado. Estos, en efecto, son los «recursos
financieros» de la Entidad local, ya se trate de «dinero,
valores o créditos» resultantes de «operaciones tanto
presupuestarias como extrapresupuestarias», que cons-
tituyen la Tesorería de dicha Entidad (art. 175.1 L.H.L.).
Y dado que tales recursos están preordenados en los
presupuestos de la Entidad a concretos fines de interés
general, es evidente que requieren una especial protec-
ción legal, tanto por su origen en lo que respecta a los
ingresos de Derecho público —la contribución de todos
al sostenimiento de los gastos públicos (art. 31.1 C.E.)—
como por el destino al que han sido asignados por los
representantes de la soberanía popular.

Consideración que enlaza, de otra parte, con uno de
los principios que el art. 103.1 C.E. reconoce: El de la
eficacia en la actuación de la Administración Pública.
Principio a cuyo contenido ya hemos hecho referencia
no sólo en relación con la organización y medios de
una Administración Pública sino también con el estatuto
general de su actividad como poder público y las potes-
tades que le han sido atribuidas (SSTC 22/1984,
27/1987, 178/1989). Al igual que con el principio de
la «continuidad de los servicios públicos», del que hemos
dicho que puede servir de fundamento «a la exclusión
de la ejecución forzosa respecto de bienes de titularidad
pública» (STC 107/1992, fundamento jurídico 3.o).

Ahora bien, si de los «recursos financieros» de las
Entidades locales pasamos a «los bienes en general de
la Hacienda local», también comprendidos en la prohi-
bición de embargo del inciso primero del art. 154.2
L.H.L., para poder determinar si las medidas de ejecución
forzosa afectan o no negativamente a los principios que
se acaban de mencionar es conveniente examinar cuáles
son los elementos que integran «la Hacienda local» y,
seguidamente, las categorías generales de bienes de las
Entidades locales. Pues sólo mediante este examen se
podrá verificar si la justificación basada en dichos prin-
cipios es o no razonable y, además, proporcionada y
no excesiva en lo que respecta, en concreto, a «los bienes
en general» a que alude el mencionado precepto.

10. En cuanto a lo primero, a las «Haciendas loca-
les» se refiere el art. 142 C.E., precepto en el que se
configura no una autonomía económica y financiera en
el sentido de que dispongan de unos «medios propios
patrimoniales y tributarios, suficientes para el cumpli-
miento de sus funciones... sino la suficiencia de aquellos
medios» (STC 96/1990, fundamento jurídico 7.o). Y en
algún precepto legal también se ha aludido a los «medios
económicos de las Entidades locales» para comprender
en esta noción tanto «el producto de los recursos reco-
nocidos por las Leyes» como «las propiedades, valores
y derechos pertenecientes a las mismas» (art. 178 del
antiguo texto rfundido de las disposiciones legales vigen-
tes en materia de régimen local, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, derogado
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por la disposición derogatoria primera de la L.H.L.). Lo
que sin duda se corresponde con una concepción obje-
tiva de la Hacienda Pública como conjunto organizado
tanto de bienes como de derechos, inicialmente plas-
mada en el art. 1 de la Ley de 20 de febrero de 1850,
donde se dispuso que estaba constituida por «todas las
contribuciones, rentas, fincas, valores y derechos que
pertenecen al Estado». Precepto que pasa, con ligeras
variantes, a disposiciones posteriores, como es el caso
del art. 1 de la Ley de 1 de julio de 1911, de Admi-
nistración y Contabilidad de la Hacienda Pública.

No obstante, la noción más moderna considera a la
Hacienda Pública como un conjunto en el que se inte-
gran, en cuanto manifestaciones típicas de la actividad
financiera, tanto el ingreso público o los «derechos»
como el gasto público o las «obligaciones» de contenido
económico de un determinado ente público, según se
expresa en el art. 2 L.G.P. Y así, en correspondencia
con lo previsto de un lado en la Ley del Patrimonio del
Estado (art. 1 del texto articulado aprobado por Decreto
1.022/1964, de 15 de abril, en adelante L.P.E.) y, de
otro, en los arts. 2 y 22 L.G.P., el resultado es que en
las disposiciones de Derecho local hoy vigentes se con-
figura una clara separación entre el «patrimonio» de las
Entidades locales y la «Hacienda local».

El primero, en efecto, está constituido «por el conjunto
de bienes, derechos y acciones que les pertenecen» (art.
79 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases del Régimen Local, en adelante L.B.R.L.). En la
Hacienda local, en cambio, se integra el conjunto de
los ingresos, tributos propios, participaciones en tributos
de otros Entes públicos, subvenciones, precios públicos,
productos de las operaciones de créditos, las multas que
perciben, así como por las demás prestaciones de Dere-
cho público (art. 2.1 L.H.L.). En suma, los «tributos y
cantidades que, como ingresos de Derecho público
deben percibir las Entidades locales» (art. 2.2 L.H.L.).
Y los apartados 2 y 3 del art. 3 de esta disposición
refuerzan la separación entre «Hacienda» y «patrimonio»
al determinar el primero que constituyen «ingresos de
Derecho privado» de las Entidades locales, que forman
parte de su Hacienda, «los rendimientos o productos
de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así
como las adquisiciones a título de herencia, legado o
donación». Mientras que el segundo considera «patri-
monio de las Entidades locales el constituido por los
bienes de su propiedad, así como por los derechos reales
o personales de que sean titulares, susceptibles de valo-
ración económica, siempre que unos y otros no se hallen
afectos al uso o servicio público».

En definitiva, aunque el art. 154.2 L.H.L. se refiera
a la «Hacienda local», es evidente que, por los elementos
que incluye en esta noción, tal referencia no se corres-
ponde con el contenido de la «Hacienda local» según
el art. 2 de dicha Ley. Pues este precepto, como se
ha indicado, lo limita a los derechos (los ingresos públi-
cos) y a las obligaciones (el gasto público), sin exten-
derlo a los «bienes en general».

11. Centrándonos en los bienes que integran el
patrimonio de las Entidades locales y, en concreto, de
los municipios, ha de partirse de la distinción tradicional
entre «bienes de dominio público y patrimoniales» (art.
79.2 L.B.R.L.). Complementándose la primera categoría,
en virtud del art. 79.3 de dicha disposición, por ciertos
bienes «de una naturaleza peculiar» (STC 4/1981), los
comunales, que sólo pueden pertenecer a los municipios
y entidades locales menores y cuyo aprovechamiento
corresponde al común de los vecinos (art. 80.1 L.B.R.L.
y art. 2, apartados 3 y 4, del Reglamento de Bienes
de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto
1.372/1986, de 13 de junio, en adelante, R.B.E.L.).

A) Respecto a la distinción anterior, ciertamente se
ha dicho que, pese a su raigambre histórica, quizás sólo

posea en la actualidad un cierto carácter mítico. Pues
con independencia de que las diferentes categorías de
bienes que van incorporándose al dominio público en
el siglo XIX —las minas según la Ley de 1868 sobre
esta materia y, más tarde, los bienes afectados a un
servicio público, a partir de la noción de obras públicas
en el art. 1 de la Ley de 1877— inevitablemente pro-
vocaron una falta de homogeneidad de la noción, el
hecho es que el Estado liberal, al reducir las funciones
de la Administración, motivó que los bienes afectos a
éstas tuvieran una protección reforzada, estableciendo
su inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabili-
dad. Mientras que en la actualidad las Administraciones
Públicas intervienen ampliamente en las relaciones eco-
nómicas y sociales, directamente o a través de distintos
entes, públicos y privados, bien dependientes de ellas
o en los que sólo tienen una participación económica.

De este modo, se ha sostenido que las Administra-
ciones Públicas han de contar con bienes de distinta
naturaleza para el cumplimiento de sus diversas funcio-
nes. Y se ha puesto de relieve, además, que la distinción
se relativiza no sólo por la aparición de importantes patri-
monios separados del Patrimonio del Estado y al servicio
de concretos fines, sino también por la flexibilización
—en la práctica y pese a las exigencias legales— de la
desafectación de un bien demanial de un uso o servicio
público, lo que permite a la Administración recuperar
su disponibilidad como objeto de tráfico privado. Regis-
trándose también, a la inversa, el fenómeno de la afec-
tación material de bienes de naturaleza patrimonial a
finalidades de interés general.

B) Ahora bien, aun admitiendo los datos anteriores
es obligado reconocer, en contrapartida, que no existe
una ordenación jurídica unitaria de los bienes de los
que son titulares los entes públicos. Pues en atención
a lo dispuesto en el art. 132.1 C.E. y en los arts. 338
a 345 del C.C. cabe apreciar, en efecto, que existen
dos grandes categorías de bienes, los demaniales y los
patrimoniales, cada una de ellas sometida a un régimen
jurídico propio aunque exista una común intervención
administrativa en orden a su gestión y protección. Y a
los fines que aquí interesan es suficiente indicar que
respecto de los bienes de dominio público y de los comu-
nales el art. 132.1 C.E. ha establecido una protección
reforzada al determinar que la inalienabilidad, impres-
criptibilidad e inembargabilidad habrán de inspirar su
regulación legal. Sin que este mandato constitucional,
en cambio, se extienda a los bienes patrimoniales o de
propios de las Entidades locales, regidos por su legis-
lación específica y, en su defecto, por las normas de
Derecho privado (art. 80.2 L.B.R.L.).

De otra parte, si la Constitución sólo protege mediante
la nota de la inembargabilidad determinados bienes de
los entes públicos con exclusión de otros, ello se corres-
ponde con los intereses generales que determinan la
demanialización de un bien singular o de categorías ente-
ras de bienes. Como hemos declarado en la STC
227/1988, fundamento jurídico 14, la incorporación de
un bien al dominio público supone «una técnica dirigida
primordialmente a excluir el bien afectado del tráfico
privado, protegiéndole de esta exclusión mediante una
serie de reglas exorbitantes de las que son comunes
en dicho tráfico iure privato». Y es la afectación del bien
a un uso público o a la prestación de un servicio público,
entre otras finalidades constitucionalmente legítimas, lo
que justifica su especial protección por parte del orde-
namiento jurídico y, correlativamente, el deber de las
Administraciones Públicas de proceder a su defensa
mediante unas concretas facultades administrativas,
también excepcionales.

C) Por tanto, en la inclusión por el legislador estatal
de categorías enteras de bienes dentro del llamado «do-
minio público natural» están presentes fines constitu-
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cionalmente legítimos, «vinculados en última instancia
a la satisfacción de necesidades colectivas primarias»,
como es el uso público de dichos bienes. Y en el caso
de los bienes singularmente afectados a un servicio públi-
co, hemos declarado que tal afectación se halla «ínti-
mamente vinculada a la gestión de cada servicio o acti-
vidad pública específica, de la que constituyen mero
soporte material» (STC 227/1988, ibídem). Afirmacio-
nes que cabe proyectar enteramente sobre lo dispuesto
en los arts. 3 y 4 R.B.E.L. respecto de los bienes de
las Entidades locales destinados al uso público o a un
servicio público de responsabilidad de dichas Entidades,
preceptos donde se contienen concretas referencias a
determinados bienes en uno y otro caso. Mientras que
respecto a los bienes de la segunda categoría, los patri-
moniales, se precisa negativamente que aun siendo pro-
piedad de una Entidad local «no están destinados a uso
público ni afectados a algún servicio público», aunque
puedan constituir «fuentes de ingreso para el erario de
la Entidad» (art. 6.1 R.B.E.L.).

12. En atención a lo expuesto en los fundamentos
precedentes, fácilmente ha de llegarse a una conclusión:
Que el régimen general de pago previsto en el art. 154.4
L.H.L. no garantiza, por sí sólo, que la Entidad local deu-
dora cumpla con el mandato judicial, pudiendo posponer
o diferir la ejecución de la Sentencia y quedando así
insatisfecho el derecho de crédito del particular acreedor,
por lo que la inembargabilidad establecida en el art.
154.2 L.H.L., en la medida en que se extiende a «los
bienes en general de la Hacienda local» y comprende
los bienes patrimoniales no afectados materialmente a
un uso o servicio público, no puede considerarse razo-
nable desde la perspectiva del derecho a la ejecución
de las resoluciones judiciales firmes que el art. 24.1 C.E.
reconoce y garantiza. Pues no está justificada en aten-
ción al principio de eficacia de la Administración Pública
ni con base en el de la continuidad en la prestación
de los servicios públicos. Ni tampoco puede considerarse
proporcionada en atención a la generalidad con que se
ha configurado este obstáculo o limitación al ejercicio
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva,
excediendo así notoriamente las finalidades que la
justifican.

Como antes se ha dicho, cuando un bien se halla
materialmente afectado a un servicio público o a una
función pública específica, constituye el «soporte mate-
rial» de dicha actividad (STC 227/1988, fundamento
jurídico 14) y, por tanto, es un medio material necesario
para la realización efectiva de los intereses generales
a los que sirve la Administración. De suerte que su inem-
bargabilidad está justificada en atención a la eficacia
de la actuación de la Administración Pública y la con-
tinuidad en la prestación de los servicios públicos. Mien-
tras que no cabe estimar otro tanto respecto a los bienes
patrimoniales de una Entidad local no afectados mate-
rialmente a un servicio público o una función pública,
pues el interés general sólo está presente en atención
a su titular, un ente público, pero no en cuanto a la
actuación que a aquélla corresponde llevar a cabo ni
al ejercicio de concretas potestades administrativas.

No obstante, el Abogado del Estado ha invocado una
justificación específica respecto a la inembargabilidad
de los bienes patrimoniales de una Entidad local al aludir
a que éstos pueden constituir fuente de ingresos para
el erario de la Entidad, como se expresa en el art. 6.1
R.B.E.L. Pero aun admitiendo que la cesión o enajenación
de bienes inmuebles pertenecientes al patrimonio de las
Entidades locales pueda constituir un ingreso de Derecho
privado, ordinario o extraordinario, en favor de dichas
Entidades, al igual que la propiedad del bien puede per-
mitir el recurso a operaciones de crédito, tal justificación
no puede ser compartida. Pues basta reparar, de un lado,
que la efectividad en la percepción de tales ingresos

queda confiada a medidas de Derecho privado (art. 4
L.H.L.), cuando la Entidad local dispone de potestades
administrativas específicas respecto a los demás ingre-
sos públicos. De otro lado, que si bien la Entidad local
puede verse privada de tales ingresos como consecuen-
cia de la ejecución forzosa de una Sentencia condena-
toria, ello en ningún caso afectaría a la suficiencia de
medios establecida en favor de las Haciendas locales
por el art. 142 C.E. (SSTC 4/1981 y 96/1990) ni a
la prestación de los servicios públicos que le correspon-
den. Pues precisamente para evitar la descapitalización
de la Entidad local se ha establecido que tales ingresos
no pueden destinarse a la financiación de gastos corrien-
tes, salvo en dos supuestos de limitado alcance finan-
ciero (art. 5 L.H.L. en relación con el art. 7 R.B.E.L.).

13. La conclusión a la que se ha llegado puede
corroborarse si se consideran las finalidades propias del
patrimonio de las Entidades locales. Pues, en efecto, cabe
observar, en primer lugar, que los bienes inmuebles patri-
moniales o de propios de dichas Entidades están des-
tinados a obtener el máximo rendimiento económico
para aquéllas, al igual que ocurre con los bienes cuyo
titular es un particular. Su valor en el mercado, en efecto,
permite que las Entidades locales puedan recurrir al cré-
dito incluso mediante la constitución de una garantía
real (arts. 49 y 50.4 L.H.L.; lo que se confirma con el
inciso final agregado al precepto cuestionado por la Ley
66/1997, de 30 de diciembre), bien proceder a su ena-
jenación y obtener un ingreso extraordinario de Derecho
privado, bien conservarlos como fuente de rentas para
el erario de la Entidad. Con la particularidad de que éstas,
como antes se ha dicho, si bien gozan de una especial
protección legal en cuanto «recursos financieros» de la
Hacienda local, incluida su inembargabilidad, en cambio
no se benefician de un poder exorbitante de la Admi-
nistración local para hacerlas efectivas, ya que ésta habrá
de recurrir «a las normas y procedimientos del Derecho
privado» (art. 4 L.H.L.).

En segundo término, los bienes patrimoniales de las
Entidades locales no son res extra commercium sino
objeto del tráfico privado, al igual que los bienes que
integran el patrimonio de los particulares. Pues aun
estando sujetos los actos de cesión o disposición por
parte de la Entidad local a un estricto control mediante
normas administrativas, son susceptibles de arrenda-
miento, enajenación, permuta y cesión gratuita (arts. 92
a 118 R.B.E.L.), así como de gravamen (art. 5 L.H.L.).
Y las Corporaciones locales pueden adquirirlos no sólo
por atribución de la Ley sino a título oneroso, por heren-
cia, legado o donación, por prescripción y por ocupación
o por cualquier otro modo legítimo (art. 10 R.B.E.L.).
Y es igualmente significativo, por último, que los par-
ticulares pueden prescribir a su favor los bienes patri-
moniales de las Entidades locales «de acuerdo con las
leyes comunes», las que también son aplicables, sin per-
juicio de lo establecido en disposiciones especiales, a
la prescripción en favor de dichas Entidades (art. 14.1
R.B.E.L.) y a la ocupación por éstas de bienes muebles
(art. 14.2 R.B.E.L.).

Por último, si los bienes patrimoniales o de propios
de las Entidades locales son objeto del tráfico privado
y están sometidos al Derecho privado, resulta difícil
negar, de un lado, que nos encontramos ante «bienes
de propiedad privada» en los que tanto los entes públicos
como los particulares se hallan en igual posición jurídica
en atención a la naturaleza de los bienes de los que
son titulares (art. 345 C.C.), sin perjuicio de las normas
administrativas que rigen la gestión, administración y
disposición de los que pertenecen a un ente público.
De otro lado, que no cabe olvidar otra finalidad inherente
tanto al patrimonio de los entes públicos como al de
los sujetos privados, en cuanto conjunto de bienes, pre-
sentes y futuros: La de responder del cumplimiento de
las obligaciones contraídas por su titular (art. 1.911 C.C.).
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De suerte que, en lo que aquí en concreto interesa, desde
el derecho común aplicable al tráfico privado y por exi-
gencias de seguridad y buena fe inherentes al mismo,
no está constitucionalmente justificado el excluir que
los bienes pertenecientes al patrimonio de las Entidades
locales, siempre que no estén materialmente afectados
a un servicio público o una función pública, respondan
de las obligaciones contraídas por la Corporación local
con los particulares y, en concreto, de las declaradas
en una Sentencia judicial. Pues en otro caso quedaría
desvirtuada una de las finalidades esenciales del patri-
monio de un sujeto y, correlativamente, afectado el trá-
fico privado en el que ha participado la Corporación al
contraer la deuda pecuniaria en posición de paridad con
un particular.

Esta última finalidad parece haber guiado la nueva
redacción del art. 154.2 L.H.L. tras la reforma que ha
llevado a cabo la Ley 66/1997, de 30 de diciembre,
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social,
al introducir, significativamente, una excepción a la inem-
bargabilidad de los «bienes patrimoniales inmuebles no
afectados directamente a la prestación de servicios públi-
cos» cuando sirven de garantía a obligaciones hipote-
carias. Pues si los bienes inmuebles que integran el patri-
monio de una Entidad local han de responder del cum-
plimiento de todas las obligaciones contraídas por la
Corporación local, en verdad resulta difícil justificar que
el crédito del particular pueda quedar satisfecho en tal
caso mediante un procedimiento sumario de ejecución
forzosa y no cuando la obligación contraída, pese a haber
sido declarada en Sentencia judicial, no va acompañada
de una garantía hipotecaria. Lo que se corrobora, asi-
mismo, en atención a la disposición final sexta de la
citada Ley 66/1997, de 30 de diciembre, donde se ha
previsto la presentación por el Gobierno de un proyecto
de ley «donde se especificarán los casos y condiciones
en que las Corporaciones locales puedan afectar sus
ingresos y bienes patrimoniales al cumplimiento de sus
obligaciones».

14. La conclusión antes expuesta no se modifica
en atención a la necesidad de diferenciar claramente
una y otra categoría de bienes de las Entidades locales
a los fines del embargo de los bienes patrimoniales no
afectados materialmente a un servicio público que pue-
dan acordar los Jueces y Tribunales.

En efecto, las previsiones legales y reglamentarias
en vigor respecto a los bienes de las Entidades locales
permiten que el acreedor proceda a una adecuada indi-
vidualización y selección de los bienes patrimoniales al
instar el embargo (art. 919 L.E.C.), excluyendo corre-
lativamente los demaniales, los comunales e incluso los
patrimoniales que se hallen materialmente afectados a
un uso o servicio público. Con lo que se salvaguarda
no sólo la seguridad jurídica (art. 9.3 C.E.) sino también
la eficacia de la Administración local y la continuidad
en la prestación de los servicios públicos (art. 103.1
C.E.). Máxime si tal selección e individualización se halla
sujeta a un obligado control jurisdiccional al acordarse
el embargo.

Al respecto, es suficiente indicar, en primer lugar,
que las Corporaciones locales están obligadas a formar
«inventario valorado de todos los bienes y derechos que
les pertenecen», cualquiera que sea su naturaleza, inven-
tario que «se rectificará anualmente» (art. 86 T.R.R.L.
y art. 17.1 R.B.E.L.). En segundo término, que en el mismo
han de reseñarse por separado los bienes según su natu-
raleza, con expresión de los datos esenciales que per-
mitan individualizarlos e identificarlos (art. 18 en relación
con los arts. 20 a 29 R.B.E.L.). Con la particularidad de
que los bienes muebles han de desagregarse en el inven-
tario, en atención a varios criterios (bienes de carácter
histórico, artístico o de considerable valor económico,
vehículos, semovientes y demás bienes muebles, arts.

22, 25, 26 y 27 R.B.E.L.). Por último, que la alteración
de la calificación jurídica de los bienes de las Entidades
locales está sujeta a concretos requisitos y previsiones
legales (art. 81 L.B.R.L.).

De otra parte, tampoco ofrece dificultad la diferen-
ciación de los bienes patrimoniales respecto a aquellos
bienes que están sujetos a una legislación especial. Este
es el caso, entre otros, de los inmuebles afectos al Patri-
monio municipal del suelo (arts. 3.2 y 16 R.B.E.L. en
relación con los arts. 277 y 278 del texto refundido
de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urba-
na, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de
26 de junio, preceptos que fueron enjuiciados por este
Tribunal en la STC 61/1997, fundamento jurídico 36).
Asimismo, de los montes vecinales en mano común (art.
84 T.R.R.L. y Ley 55/1980, de 11 de noviembre). Por
último, si se trata de bienes muebles de notable valor
histórico, artístico, arqueológico, científico, técnico o cul-
tural, a la previsión respecto a su inventario del art. 22
R.B.E.L. se unen las derivadas, en orden a su protección,
de los preceptos de la Ley 16/1985, de 25 de junio,
del Patrimonio Histórico Español y, en particular, de su
título III, disposiciones también aplicables a los inmue-
bles.

15. En definitiva, hemos de llegar a la conclusión
de que, observado el procedimiento para la válida rea-
lización del pago (art. 154.4 L.H.L. y concordantes) si
el ente local deudor persistiera en el incumplimiento de
su obligación de satisfacer la deuda de cantidad líquida
judicialmente declarada, el privilegio de inembargabili-
dad de los «bienes en general» de las Entidades locales
que consagra el art. 154.2 L.H.L., en la medida en que
comprende no sólo los bienes demaniales y comunales
sino también los bienes patrimoniales pertenecientes a
las Entidades locales que no se hallan materialmente
afectados a un uso o servicio público, no resulta con-
forme con el derecho a la tutela judicial efectiva que
el art. 24.1 C.E. garantiza a todos, en su vertiente de
derecho subjetivo a la ejecución de las resoluciones judi-
ciales firmes.

En estos términos, procede declarar la inconstitucio-
nalidad y nulidad del inciso «y bienes en general» del
art. 154.2 L.H.L. con el alcance anteriormente reseñado,
sin perjuicio de que el legislador introduzca en dicho
precepto las determinaciones precisas que se derivan
de este pronunciamiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente la presente cuestión de incons-
titucionalidad y, en consecuencia, declarar la inconsti-
tucionalidad y nulidad del inciso «y bienes en general»
del art. 154.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
reguladora de las Haciendas Locales, en la medida en
que no excluye de la inembargabilidad los bienes patri-
moniales no afectados a un uso o servicio público.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de julio de mil novecientos
noventa y ocho.—Firmado.—Alvaro Rodríguez Berei-
jo.—José Gabaldón López.—Fernando García-Mon y Gon-
zález-Regueral.—Vicente Gimeno Sendra.—Rafael de
Mendizábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Manuel Jimé-
nez de Parga y Cabrera.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo
García Manzano.—Rubricados.


